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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / MÍNIMO VITAL / EXPLOTACIÓN DE MINERÍA INFORMAL / CRITERIOS DE PROCEDIBILIDAD DEL AMPARO / SE DENIEGA SU CONCESIÓN.
El problema jurídico a resolver consiste, entonces, en decidir si revocar o no la sentencia que concedió el amparo, y entre otras disposiciones, le ordenó al Alcalde municipal de Quinchía abstenerse de adelantar gestiones tendientes a desalojar al accionante de la mina donde trabaja, porque con ello se violenta su derecho fundamental.     

Preliminarmente, como debe ser, se hará claridad sobre la procedencia del resguardo en las específicas situaciones como la que se examina.

Como bien lo mencionó el funcionario de primera instancia, para abordar el estudio de este tipo de casos, donde se denuncian conculcados los derechos fundamentales de quienes se dedican a laboríos relacionados con la minería informal, es menester remitirse a la sentencia SU-133 del 2017, en la cual, dentro del análisis multidimensional esbozado, se establecen con claridad los criterios de procedibilidad del amparo.

En ese sentido, explicó que deben verificarse tres presupuestos, la legitimidad en la causa, la subsidiaridad y la inmediatez…
De frente a ese derrotero y atendiendo la normativa que regula el procedimiento de desalojo, establecido en el Código Nacional de Minas, para la Sala resulta claro que, en el estado actual de las cosas, es inexistente la vulneración alegada, comoquiera que la única consecuencia de los actos administrativos que ordenan el desalojo de los perturbadores, entre los que se encuentra el accionante, fue su socialización, la del primero producida en agosto del 2016, y la del segundo a mediados del año pasado, tal como informó el Alcalde del Municipio (f. 6, c.2). (…)
Es un desacierto, entonces, ante el mero aviso de la Agencia Nacional de Minería, anticiparse al procedimiento establecido en la norma que regula esa precisa problemática; y lo es también, ordenarle al representante legal de ese municipio, abstenerse de iniciar gestiones que se le impone realizar por disposición legal, siendo impertinente, en todo caso, presumir que, de realizarse, violentarían los derechos fundamentales del accionante, o estarían en contravía de los postulados constitucionales y las directrices que la jurisprudencia de la Corte le ha trazado a las autoridades cuando de impartir decisiones sobre este tema tan sensible se trata.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo veintitrés de dos mil diecinueve
Expediente 66594-31-89-001-2019-00048-01
Acta N° 207 de mayo 23 de 2019 
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la sociedad Miraflores Compañía Minera S.A.S., contra la sentencia proferida el 14 de marzo del 2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía - Risaralda, en esta acción de tutela propuesta por Ramón Emilio Cardona Sánchez contra la Agencia Nacional de Minería y el Municipio de Quinchía, a la que fueron vinculados la citada sociedad, la CARDER, la Personería Municipal de Quinchía, la Gobernación de Risaralda, la Procuraduría Judicial Ambiental y Agraria, la Procuraduría Regional de Risaralda y la Comunidad Indígena Emberá-Chamí. 





ANTECEDENTES




Ramón Emilio Cardona Sánchez acudió a esta vía en procura de la protección de los sus derechos al trabajo, vida, salud, dignidad humana, igualdad, a la familia y del menor, que estima vulnerados por las autoridades que accionó. 

Brevemente narró que su trabajo como minero en la vereda Miraflores de Quinchía – Risaralda, constituye su única fuente de ingresos y la de su familia; que una profesional de la Agencia Nacional de Minería visitó el sector donde trabaja y recomendó el cierre de la mina, por lo cual la Alcaldía de ese municipio planea desalojarlo. 
Solicitó la protección de los derechos fundamentales invocados y, en consecuencia, ordenar a las demandadas suspender cualquier acción en contra de su actividad como minero y ofrecerle otras alternativas de trabajo para poder cambiar de actividad.   
El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las mencionadas vinculaciones, corrió traslado a las convocadas, como prueba citó al accionante a rendir declaración  y como medida provisional le ordenó al Alcalde suspender la orden de desalojo y cierre de la mina (f. 16, c. 1).
El Alcalde de Quinchía, se opuso a las peticiones del accionante, “fundamentado en razones de protección a la vida de los mismos mineros, a la legalidad que debe rodear toda actividad en un estado de derecho, y a la protección de los recursos naturales, que se ven gravemente afectados por la práctica indiscriminada de la minería artesanal, no solo afectando el medio ambiente, sino poniendo en riesgo sus propias vidas y su integridad personal como ya ha ocurrido en otros lugares por falta de control y prevención por parte de las autoridades competentes, y además porque la Agencia Nacional de Minería, y el Municipio de Quinchía, deben velar por cumplir la Ley con rigor, so pena de incurrir en mala conducta.” (f. 26).
La Gobernación de Risaralda, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación (f. 30).
La Agencia Nacional de Minas, explicó que en la visita que realizó, pudo constatar que el accionante se encontraba en el ejercicio de minería ilícita de que tratan los artículos 159 y 306 de la Ley 685 del 2001; que la extracción ilícita de minerales es una conducta punible que no puede ser objeto de protección legal; adujo falta de legitimación en la causa por pasiva, solicitó declarar la improcedencia del amparo ante la ausencia de un perjuicio irremediable y su desvinculación (f. 51)
La CARDER mencionó que no ha realizado ninguna acción, ni ha omitido algún deber, que derive en la conculcación de los derechos fundamentales invocados en el amparo; pidió negar las súplicas comoquiera que el demandante no acreditó que su trabajo como minero se encuentre ajustado a derecho y por el contrario la Agencia Nacional de Minas ha actuado conforme a la Ley (f. 92).
El accionante ofreció una declaración ante el Juzgado de primera instancia, del cual se extractan los siguientes comentarios, relevantes para la resolución del caso: (i) que para su subsistencia, alterna la agricultura y la minería, que cultiva 740 metros de café que le proporcionan $5.000.000.oo al año (ii) informó que el acto administrativo que ordenó el desalojo está desde diciembre del año 2018, frente al cual no presentó ningún recurso, (iii) hace más o menos 40 años que trabajan en esa zona con el aval de la Asociación de Mineros de Miraflores quienes vendieron el título minero hace aproximadamente 8 años, que desde ese momento vienen trabajando con el aval de la compañía minera, bajo el acuerdo que ellos podían seguir trabajando hasta que la compañía iniciara el proyecto, lo que no ha podido hacer por trámites de legalización (iv)   que de la explotación minera viven unas 60 o 70 personas; (v) para su trabajo utiliza equipos muy rudimentarios, unos pequeños granuladores; (vi) que la intención es que los dejen seguir trabajando hasta que la empresa les solucione a los mineros porque ella se comprometió a contratar a todos los que estuvieran censados y que (vii) los problemas ambientales derivados del trabajo son los desmoronos, deslizamientos, los residuos que van a la quebrada Aguas Claras (f. 104).
La sociedad Miraflores Compañía Minera S.A.S., hizo saber, que dentro del título minero 010-87M, del que es propietaria, existe presencia de minería informal desde hace más de 30 años; que en el 2013 se realizó un censo que permitió la identificación de alrededor de 200 mineros ilegales, es decir que carecen de título minero, entre ellos el accionante.
Que ese mismo año se creó la mesa departamental de búsqueda de alternativas, en coordinación con distintas autoridades departamentales y locales, con el fin de estas personas encuentren otras formas de percibir su sustento.

Que en el 2016 se construyó una propuesta que incluye un plan integral para 182 mineros identificados como mineros de arraigo, que incluye apoyo económico, formación académica, entre otros beneficios; el cual se pondrá en funcionamiento una vez la compañía obtenga la licencia ambiental y tenga los recursos económicos para construir la mina, lo cual podrá ocurrir en más o menos 2 años, en dicho acuerdo el accionante se comprometió a abandonar toda actividad minera una vez comience la construcción del proyecto minero.
Dijo que la acción de tutela es improcedente, comoquiera que no se probó la amenaza inminente de un perjuicio irremediable; también manifestó que es inconcebible que se proteja constitucionalmente una ocupación que causa daño a la colectividad, al medio ambiente y a la vida. Pidió desestimar el ruego de la demanda (f. 126)
El Procurador regional de Risaralda mencionó las gestiones que esa cartera ha adelantado en la problemática planteada y pidió ser desvinculado por carecer de legitimación en la causa por pasiva (f. 136).
Sobrevino la sentencia de primer grado  que concedió el amparo, en consecuencia, permitió que el accionante continuara con la actividad minera que viene adelantando, le ordenó al Alcalde de esa municipalidad abstenerse de adelantar procedimientos policivos o administrativos tendientes a la suspensión de la actividad minera ejercida por el actor, hasta tanto se inicie el plan de beneficios para suscrito por él con la Miraflores Compañía Minera S.A.S.; y al Personero que acompañe la dejación de la actividad minera del accionante hasta que se materialice dicho pacto.

Para así decidir, el funcionario echó mano de la excepción de inconstitucionalidad consagrada en el artículo 4° de la Carta, en tanto la actividad ilegal consagrada en los artículos 159 y 306 del Código Nacional de Minas, así como el comportamiento delictual, tipificado en el Título XI del Código Penal, riñen con el derecho al mínimo vital del que es titular el accionante, que, en consecuencia, debe prevalecer.

Sustentó también el atino de la orden, sobre el supuesto de que al materializarse el acuerdo al que llegaron la compañía minera y el accionante, se garantizarán los intereses de aquella y los derechos de él. 
Sobre la afectación al medio ambiente, no halló en el expediente, algo que probara que las afectaciones producidas por el señor Cardona Sánchez a aquel, fueran graves o severas (f. 140)




Impugnó Miraflores Compañía Minera S.A.S., con el argumento de que el fallo solo tuvo en cuenta el derecho al mínimo vital del que es titular el accionante, empero pasó por alto el informe de la Agencia Nacional de Minas en el que se evidencia que las labores de explotación ilegal que terceros no autorizados vienen ejerciendo en la mina, atentan contra el derecho colectivo, el medio ambiente y sus propias vidas.




Insistió en que, en este caso, no puede prevalecer el derecho al trabajo, cuando la autoridad competente, en este caso la Agencia Nacional de Minas mencionó que las labores mineras ejercidas en el título, incumplen las normas sobre minería subterránea, lo que pone en riesgo la vida de las personas que la practican; hizo hincapié en que con la orden proferida en la sentencia se sustituyen las competencias de la Agencia Nacional de Minas, entre las cuales se encuentra detener la fuente de riesgo, lo que de pasarse por alto podría llevar a una responsabilidad del Estado por error judicial (f. 158).




En esta sede se recaudó una prueba que será analizada en las líneas finales de esta sentencia (f. 4, c. 2).
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía y en procura de la protección de los derechos que invocó, acudió Ramón Emilio Cardona Sánchez para que se le ordene al Municipio de Quinchía – Risaralda y a la Agencia Nacional de Minas, permitirle seguir ejerciendo su labor como Minero informal, en el predio correspondiente al título minero 010-87M de propiedad de la sociedad Miraflores Compañía Minera S.A.S.





El problema jurídico a resolver consiste, entonces, en decidir si revocar o no la sentencia que concedió el amparo, y entre otras disposiciones, le ordenó al Alcalde municipal de Quinchía abstenerse de adelantar gestiones tendientes a desalojar al accionante de la mina donde trabaja, porque con ello se violenta su derecho fundamental.     





Preliminarmente, como debe ser, se hará claridad sobre la procedencia del resguardo en las específicas situaciones como la que se examina.





Como bien lo mencionó el funcionario de primera instancia, para abordar el estudio de este tipo de casos, donde se denuncian conculcados los derechos fundamentales de quienes se dedican a laboríos relacionados con la minería informal, es menester remitirse a la sentencia SU-133 del 2017, en la cual, dentro del análisis multidimensional esbozado, se establecen con claridad los criterios de procedibilidad del amparo.





En ese sentido, explicó que deben verificarse tres presupuestos, la legitimidad en la causa, la subsidiaridad y la inmediatez; para superar el primero 




“…Basta con que se constate que el accionante ostenta la titularidad de los derechos cuya protección pretende. Dado que los peticionarios reclaman la protección de sus derechos fundamentales a la participación, al debido proceso, al mínimo vital, a la libertad de oficio y al trabajo, y que lo hacen a nombre propio, es claro, para la Corte que se encuentran legitimados para promover la acción de tutela. (…) La discusión relativa a su condición de mineros tradicionales, que, como se ha visto, fue cuestionada por algunos de los intervinientes y por los jueces de instancia, es, en cambio, una cuestión propia del debate que habrá de darse al analizar el fondo del asunto (…)”; 




Para el segundo explicó que:





Al respecto, es preciso considerar que la tutela objeto de estudio propone un auténtico debate sobre derechos fundamentales que trasciende del juicio que pueda llevarse a cabo en el escenario de las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho sobre la orden de cierre y desalojo. Los accionantes cuestionaron la decisión porque consideran que vulneró sus derechos al trabajo, a la libertad de oficio, al mínimo vital y al debido proceso. (…) Sus pretensiones, entonces, no se agotan en la nulidad de las decisiones de la administración ni en el restablecimiento de los daños que habrían causado. La tutela, se insiste, persigue que se protejan los derechos fundamentales de los habitantes de Marmato, y en particular, los de aquellos cuya subsistencia depende del oficio de la minería tradicional, para que, en consecuencia, se adopten las medidas encaminadas a garantizar su pleno ejercicio.[213] (…) Dado que dicho reclamo plantea dilemas de la mayor relevancia constitucional, cuya solución solo es posible en el escenario de la acción de tutela, diseñada, justamente, para salvaguardar intereses iusfundamentales como los que podrían haberse visto comprometidos en este caso, la Corte entiende que los accionantes no cuentan con un medio judicial alternativo, idóneo y efectivo, de defensa judicial. Su solicitud de amparo, por lo tanto, debe ser examinada en este ámbito.




Y el último:





“si se promovió dentro de un término razonable, tras la ocurrencia de las circunstancias que causaron la amenaza o la infracción iusfundamental que se denuncia” 





Cumplidos todos en este caso, si se tiene en cuenta que, es indudable la calidad de minero informal del actor, censado con esa calidad, tal como lo informaron varios de los intervinientes en el trámite; no se ve idónea la jurisdicción contenciosa administrativa para zanjar la problemática de matices constitucionales que se trae a juicio; y, por último, el actor acudió con la urgencia que exige el resguardo, solo recuérdese que, según declaró bajo la gravedad de juramento, en diciembre del 2018 se enteró de la existencia de una decisión de la administración tendiente a desalojarlo de la mina y en febrero acudió a la judicatura. 




Sin embargo, al margen de la extensa disertación constitucional que envuelve las prerrogativas de las personas cuya labor es la minería informal, que se condensa en la citada sentencia de la Corte y de que sea procedente examinar el fondo del problema que hoy ocupa la atención de la Sala, como se verá, no hay como endilgarle la vulneración alegada a las autoridades encartadas. Se explica:




El procedimiento para el desalojo de las personas que contravengan las disposiciones de la Ley 685 del 2001, Código de Minas, está previsto desde el artículo 306 al 316 y que, en lo pertinente, establecen:




ARTÍCULO 306. MINERÍA SIN TÍTULO. Los alcaldes procederán a suspender, en cualquier tiempo, de oficio o por aviso o queja de cualquier persona, la explotación de minerales sin título inscrito en el Registro Minero Nacional. Esta suspensión será indefinida y no se revocará sino cuando los explotadores presenten dicho título. La omisión por el alcalde de esta medida, después de recibido el aviso o queja, lo hará acreedor a sanción disciplinaria por falta grave.





ARTÍCULO 307. PERTURBACIÓN. El beneficiario de un título minero podrá solicitar ante el alcalde, amparo provisional para que se suspendan inmediatamente la ocupación, perturbación o despojo de terceros que la realice en el área objeto de su título. Esta querella se tramitará mediante el procedimiento breve, sumario y preferente que se consagra en los artículos siguientes. A opción del interesado dicha querella podrá presentarse y tramitarse también ante la autoridad minera nacional.





ARTÍCULO 308. LA SOLICITUD. La solicitud de amparo deberá hacerse por escrito con la identificación de las personas que estén causando la perturbación o con la afirmación de no conocerlas; el domicilio y residencia de las mismas, si son conocidas, y la descripción somera de los hechos perturbatorios, su fecha o época y su ubicación. Para la viabilidad del amparo será necesario agregar copia del certificado de Registro Minero del título.





ARTÍCULO 309. RECONOCIMIENTO DEL ÁREA Y DESALOJO. Recibida la solicitud, el alcalde fijará fecha y hora para verificar sobre el terreno los hechos y si han tenido ocurrencia dentro de los linderos del título del beneficiario. La fijación de dicha fecha se notificará personal y previamente al autor de los hechos si este fuere conocido. En la diligencia sólo será admisible su defensa si presenta un título minero vigente e inscrito. La fijación del día y hora para la diligencia se hará dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes al recibo de la querella y se practicará dentro de los veinte (20) días siguientes.





En la misma diligencia y previo dictamen de un perito designado por el alcalde, que conceptúe sobre si la explotación del tercero se hace dentro de los linderos del título del querellante, se ordenará el desalojo del perturbador, la inmediata suspensión de los trabajos y obras mineras de este, el decomiso de todos los elementos instalados para la explotación y la entrega a dicho querellante de los minerales extraídos. Además de las medidas señaladas, el alcalde pondrá en conocimiento de la explotación ilícita del perturbador a la competente autoridad penal.





ARTÍCULO 310. NOTIFICACIÓN DE LA QUERELLA. De la presentación de la solicitud de amparo y del señalamiento del día y hora para la diligencia de reconocimiento del área, se notificará al presunto causante de los hechos, citándolo a la secretaría o por comunicación entregada en su domicilio si fuere conocido o por aviso fijado en el lugar de sus trabajos mineros de explotación y por edicto fijado por dos (2) días en la alcaldía.





(…)





ARTÍCULO 313. RECURSO. La orden de desalojo y de suspensión de las labores mineras del perturbador que decrete el alcalde, será apelable ante el gobernador en el efecto devolutivo. Este funcionario resolverá el recurso en el término de veinte (20) días.





Con la mira puesta en la norma transcrita, en este caso concreto está probado que:
(i) El accionante trabaja en la mina de Miraflores de Quinchía – Risaralda, desde hace más de 30 años (f. 104).
(ii) La Compañía Seafield S.A.S. (hoy Miraflores Compañía Minera S.A.S), adquirió la totalidad de del título Nro. 010-87M en el año 2013 (f. 100).
(iii) El 31 de agosto de 2016, en acato de la Resolución GSC-ZO 000423 del 29 de diciembre del 2014, mediante la cual se resolvió una solicitud de amparo administrativo, emitida por la Agencia Nacional de Minas, la Alcaldía de Quinchía, expidió el decreto Nro. 125 “POR MEDIO DEL CUAL SE ORDENA LA SUSPENSIÓN Y CIERRE DE LAS ACTIVIDADES PERTURBATORIAS DE EXPLITACIÓN MINERA DEL CONTRATO DE APORTE 010-87M”, en esa misma fecha, se llevó a cabo la notificación en el área objeto de perturbación y desde entonces en coordinación con otras autoridades regionales y locales, la administración municipal ha adelantado mesas de concertación minera, en las cuales se abordaron diversas problemáticas, entre ellas, alternativas laborales para los mineros, teniendo en cuenta que llevan más de 20 años percibiendo de esa labor el sustento para sus familias; se destaca que no se materializó el desalojo (f. 6, c. 2).
(iv) En enero de 2018, entre 182 mineros, extractores auríferos de esa zona, incluido el aquí demandante, y la compañía minera suscribieron un pacto, en el cual los primeros se comprometieron a no continuar las actividades de minería en el título propiedad de la empresa, siempre y cuando la segunda diera inicio al proyecto y les ofreciera un plan de beneficios para su formalización laboral, lo que en la actualidad no ha ocurrido, según afirmó la compañía, por bretes administrativos y presupuestales (f. f. 116 a 125).
(v) En abril de ese año, la Empresa Miraflores Compañía Minera S.A.S., allegó un oficio ante la Alcaldía municipal comunicando sobre los riesgos, derivados de la minería irregular y el invierno, que se estaban presentando en el título minero de su propiedad, en virtud de lo cual la Alcaldía profirió la profirió el Decreto 42 del 24 de mayo del 2018, ordenando nuevamente la suspensión y cierre de las actividades mineras, en dicha reunión, según se informó, se socializó el acto administrativo; empero, tampoco se llevó a cabo el desalojo (f. 6, c. 2).
(vi) El 13 de junio, por petición dela Agencia Nacional de Minería, se intentó una visita, empero, no pudo adelantarse debido a que indígenas de la zona impidieron el ingreso al título. 

(vii) El 13 de diciembre siguiente, ante la Alcaldía de esa localidad se radicó un oficio, en el que, la Agencia Nacional de Minas dio aviso, a la administración municipal, sobre los hallazgos de la vista; vale la pena destacar, que allí no se le impartió ninguna orden al Alcalde municipal (f. 2). 
(viii) La anterior circunstancia fue constatada por la Secretaría de Gobierno, sin embargo, en la actualidad, no se ha expedido acto administrativo alguno relacionado con ello (f. 6v, c. 2). 
De frente a ese derrotero y atendiendo la normativa que regula el procedimiento de desalojo, establecido en el Código Nacional de Minas, para la Sala resulta claro que, en el estado actual de las cosas, es inexistente la vulneración alegada, comoquiera que la única consecuencia de los actos administrativos que ordenan el desalojo de los perturbadores, entre los que se encuentra el accionante, fue su socialización, la del primero producida en agosto del 2016, y la del segundo a mediados del año pasado, tal como informó el Alcalde del Municipio (f. 6, c.2).
Y ahora, ante el nuevo aviso dado por la Agencia Nacional de Minería, en diciembre del año anterior, ni siquiera se ha producido un acto administrativo tendiente a desalojar al señor Ramón Eugenio Cardona Sánchez, el que de producirse deberá estar precedido del trámite contemplado en la regulación que se citó en líneas precedentes y, en consecuencia, antes de su emisión se deberá (i) fijar fecha para verificar sobre el terreno los hechos y si han tenido ocurrencia dentro de los linderos del título del beneficiario (ii) notificar personal y previamente al autor o autores citándolos a la secretaría o por comunicación entregada en su domicilio si fueren conocidos o por aviso fijado en el lugar de sus trabajos mineros de explotación y por edicto fijado por dos (2) días en la alcaldía.; (iii) y ya el día de la diligencia, previo dictamen de un perito designado por el alcalde, que conceptúe sobre si la explotación del tercero se hace dentro de los linderos del título del querellante, ordenar el desalojo; (iv) decisión, además, apelable ante el gobernador en el efecto devolutivo, y que deberá ser resuelta en el término de veinte (20) días.
De todas las diferencias que existen entre el caso presentado en la sentencia de unificación que sirvió de sustento al fallo de primera instancia y el de Ramón Eugenio Cardona, hay una inocultable, y es que en aquel, el acto administrativo emitido por la Agencia Nacional de Minería, la “Resolución Nº. GTRM-751 del 1º de septiembre de 2010, que concedió el amparo administrativo solicitado, ordenó el desalojo y dispuso que el alcalde de Marmato debería proceder “al cierre definitivo de los trabajos, al desalojo de los perturbadores, al decomiso de los elementos instalados para la explotación y a la entrega al personal de la Compañía Minera de los minerales extraídos por los ocupantes, según lo preceptuado por el artículo 309 de la Ley 685 de 2001”; no tuvo la publicidad requerida ni fue debidamente socializado, con lo cual se violentaron los derechos de los mineros y de las comunidades raizales que habitan esa zona; en tal virtud, por violentar el debido proceso, se dejó sin efectos y se impartieron las órdenes pertinentes.
Empero, aquí las actividades adelantadas por la administración han sido debidamente socializadas y conocidas por la comunidad, tan es así, que tienen acceso a la correspondencia que la Agencia Nacional de Minas le remite al Alcalde Municipal, tal como se constata al ver en los anexos de la tutela. 
Es un desacierto, entonces, ante el mero aviso de la Agencia Nacional de Minería, anticiparse al procedimiento establecido en la norma que regula esa precisa problemática; y lo es también, ordenarle al representante legal de ese municipio, abstenerse de iniciar gestiones que se le impone realizar por disposición legal, siendo impertinente, en todo caso, presumir que, de realizarse, violentarían los derechos fundamentales del accionante, o estarían en contravía de los postulados constitucionales y las directrices que la jurisprudencia de la Corte le ha trazado a las autoridades cuando de impartir decisiones sobre este tema tan sensible se trata.
Por ello, se revocará la sentencia impugnada, para en su lugar negar el amparo ante la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales del accionante. Se absolverá a todos los accionados y vinculados y se levantará la media provisional decretada el 28 de febrero del 2019.
DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley REVOCA la sentencia proferida el 14 de diciembre del 2018, por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela que Ramón Emilio Cardona Sánchez inició frente a la Unidad Nacional de Protección, en su lugar:





Se NIEGA el amparo incoado.





Se ABSUELVE a las autoridades convocadas. 





Se LEVANTA la medida provisional decretada en primera instancia.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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Expediente 66594-31-89-001-2019-00048-01





Acta N° 213 del 27 de mayo del 2019
Procede la Sala, de manera oficiosa, en uso de lo prevenido por el artículo 286 del Código General del Proceso, a corregir la sentencia dictada dentro del presente asunto el 23 de mayo del presente año.

ANTECEDENTES

Ramón Eugenio Cardona Sánchez accionó frente a la Agencia Nacional de Minas y la Alcaldía de Quinchía-Risaralda, en aras de la protección de los derechos fundamentales que allí consignó; así, en primera instancia, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, le dio impulso a la demanda y  profirió sentencia el 14 de marzo del año 2019. Dicha providencia fue impugnada por una de las vinculadas y la Sala desenlazó el asunto con  fallo del 23 de mayo último.




No obstante, en la parte resolutiva quedó escrito que el fallo en primera instancia fue proferido el 14 de diciembre del 2018, por el Juzgado Primero de Familia local,  se indicó que el accionante era Ramón Emilio Cardona Sánchez  y la entidad accionada era la Unidad Nacional de Protección.
CONSIDERACIONES

Salta a la vista el involuntario error en el que se incurrió en la parte resolutiva del fallo, como quiera que se consignó un Despacho, una fecha y unas partes que no corresponden con la realidad.
Ante un yerro de esa naturaleza, el CGP, se encargó de prever en su artículo 286 que: 

 Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético, puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto.

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso.

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de éstas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella. 

Así se procederá, entonces, en este caso. 
DECISIÓN

De acuerdo con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CORRIGE el primer inciso de la parte resolutiva de la providencia calendada a mayo 23 de 2019, que quedará así: 

“Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 14 de marzo del 2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía - Risaralda, en la presente acción de tutela promovida por Ramón Eugenio Cardona Sánchez, frente a la Agencia Nacional de Minería y la Alcaldía de Quinchía - Risaralda.”.
Entérese a los intervinientes de esta decisión por un medio expedito.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA
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